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ASUNTO

Procede la Sala a resolver el conflicto positivo surgido entre las Jurisdicciones Ordinaria representada en este caso por el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS de Cumbal - Nariño, y la Indígena en cabeza del GOBERNADOR DEL RESGUARDO INDÍGENA DEL GRAN CUMBAL, señor PONCIANO CUAICAL VALENZUELA, con asiento en el municipio de Cumbal, a propósito del conocimiento de la causa penal adelantada por el delito de violencia intrafamiliar, contra la señora ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA, con relación a hechos conocidos el 23 de noviembre de 2009 y ocurridos en la vereda Guan del citado municipio Nariñense.

HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES 

1.- Se inició el trámite del presente diligenciamiento con el escrito de acusación signado por la Fiscal 31 Local de Guachucal - Nariño, fechado el 7 de diciembre de 2009, donde dicho funcionario expuso la siguiente situación fáctica (fls. 21- 24):


“Teniendo en cuenta que el despacho del señor Comisario e Inspector de Policía de Cumbal (N), tuvieron conocimiento el 23 de Noviembre de 2009, que la menor de edad ANGIE XIMENA TAPIZ NARVÁEZ, presentaba lesiones físicas en su cuerpo producidas al parecer por su madrastra señora ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA, procedieron a comunicarse con la Estación de Policía de Cumbal para requerir el apoyo pertinente, se trasladaron al lugar de la residencia de la menor de tan solo 8 años de edad, encontrándola a la niña ANGIE XIMENA, sentada en un tronco y cargando a un bebé de tan solo 5 meses de nacido, se observó en la niña múltiples signos de maltrato físico en su rostro y demás partes del cuerpo que estaban descubiertas sin ropa como manos, pies, cuello y cabeza, las cuales presenciaban lesiones, cortaduras y quemaduras, en el momento de la diligencia se presentaron varios vecinos, allí también llegó la señora ANA LUCÍA TUPUE, quien dijo ser la madrastra de la niña ANGIE XIMENA. Al momento de la diligencia la niña comentó que esa señora o sea la madrastra la maltrataba, esa señora anoche me bañó con toda la ropa y me dejó la noche por fuera de la casa, que le pega con ramas de eucalipto, con el palo de la escoba, que en todo momento le aplica tizones de leña encendida, todo el cuerpo está lleno de quemaduras, la niña pide el favor que no la regresen con la madrastra…”. (Sic).

2.- En la audiencia de legalización de captura, formulación de imputación y medida de aseguramiento, adelantada por el Juzgado Promiscuo Municipal de Guachucal - Nariño, celebrada el 27 de noviembre de 2009, luego que la indiciada ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA se allanara a los cargos,  fue cobijada con medida de aseguramiento de detención preventiva, por el delito de violencia intrafamiliar (art. 229 del C.P.), acogiendo petición del ente acusador, por lo que fue recluida en el centro carcelario de Ipiales.

En dicha vista pública el abogado defensor cuestionó la competencia de la Jurisdicción Ordinara para conocer el caso, aduciendo que tanto víctima como victimaria pertenecen a la comunidad del Cabildo Indígena del Gran Cumbal, por tanto corresponde a la autoridad ancestral adelantar el correspondiente juicio contra dicha comunera, solicitando la remisión de las diligencias al mencionado cabildo. Por lo que la operadora judicial manifestó que dicha solicitud debería ser resuelta por el juzgado de conocimiento (fls. 12-16).

CONCPETO DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA

En la audiencia pública de individualización de la pena y lectura de sentencia, realizada el 11 de diciembre de 2009, el Juez Promiscuo Municipal de Cumbal previamente se refirió sobre el requerimiento de la defensa para obtener pronunciamiento sobre la solicitud de la autoridad indígena sobre el conflicto de jurisdicción, o en su defecto la declaratoria de nulidad de lo actuado.

Ante tal pedimento, el operador judicial procedió a interrogar a la señora ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA, quien manifestó que siempre ha estado vinculada al Resguardo Indígena del Gran Cumbal, residiendo durante toda su vida en los territorios de dicha comunidad, como son las veredas Guan Carretera y Guan Centro.

Frente a lo requerido por la defensa, el señor Juez Presidente de la audiencia luego de hacer análisis sobre aspectos de la competencia y la jurisdicción, e invocando diferentes reseñas jurisprudenciales, y ante el hecho de no haber sido resuelta hasta ese momento procesal la solicitud del Gobernador del Resguardo Indígena del Gran Cumbal aceptó el conflicto positivo de jurisdicciones con la citada autoridad indígena, en tanto sostuvo que en el presente asunto la competencia para conocer el proceso adelantado contra la señora ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA lo tiene la Jurisdicción Ordinaria, teniendo en cuenta que no se han demostrado los elementos que permitan acceder al fuero indígena a favor de la investigada, dado que la comunera procesada tiene un grado de culturización suficiente que la aleja de la comunidad aborigen a la cual pertenece, y además su grado de escolaridad (5° de primaria) le permiten a la nativa comprender la ilicitud de la conducta objeto de investigación; en consecuencia dispuso la remisión de la actuación a esta Superioridad a efectos de resolver la controversia, y finalmente negó declarar la nulidad deprecada por la defensa.

La defensa interpuso el recurso de apelación contra la negativa de decretar la nulidad deprecada, siendo concedida la alzada ante el superior funcional (fls. 38-39 y CD).

ACTUACIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA

Estando resolviéndose el asunto bajo examen, fueron allegados sendos escritos tanto por la defensa de la comunera encartada, doctor BAYRON RICARDO HERNÁNDEZ SOTO, como por el señor PONCIANO CUAICAL VALENZUELA  Gobernador del Resguardo reclamante.

El primero lo hizo con el fin de recabar la solicitud presentada en la audiencia de formulación de imputación; en tanto el señor CUAICAL VALENZUELA, igualmente insistió en que le sea reconocida la competencia de esa Jurisdicción Especial Indígena para conocer y resolver el asunto en estudio; y finalmente peticionó sobre la declaratoria de nulidad de lo actuado por la Jurisdicción Ordinaria.

CONSIDERACIONES

1.- Competencia

Esta Colegiatura es competente para dirimir los conflictos de competencia suscitados entre las diferentes jurisdicciones de conformidad con lo previsto en el artículo 256 numeral 6° de la Constitución Nacional, en concordancia con lo establecido en el numeral 2° del artículo 112 de la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Administración de Justicia-.

Sin embargo, debe precisarse que este pronunciamiento lo desarrolla la Sala, teniendo en cuenta los señalamientos de los artículos 54, 339 y 341 del Código de Procedimiento Penal -Ley 906 de 2004-, codificación que hoy día regula el sistema penal acusatorio, en el que se tiene como uno de los pilares esenciales, el principio consagrado en el artículo 10° de dicho estatuto, donde impone: 

“La actuación procesal se desarrollará teniendo en cuenta el respeto de los derechos fundamentales de las personas que intervienen en ella y la necesidad de lograr la eficacia del ejercicio de la justicia…”    
2.- El objeto de la colisión
El conflicto de competencia se encuentra planteado entre el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE CONTROL DE GARANTÍAS de Cumbal - Nariño, y el resguardo Indígena del Gran Cumbal, con asiento en el municipio de Cumbal del citado departamento, en cabeza del señor PONCIANO CUAICAL VALENZUELA, quien en su condición de Gobernador de dicha comunidad aborigen, reclamó a favor de esa autoridad la jurisdicción para conocer del proceso adelantado por el delito de violencia intrafamiliar, seguido contra la nativa ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA.

3.- El ámbito de la jurisdicción indígena

Para dirimir el conflicto planteado debe examinarse en primer término lo previsto en el artículo 246 de la Carta Política 1991 en los siguientes términos: 


“Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la República.” 

El reconocimiento de este fuero especial es producto del derecho fundamental establecido en la Carta Política en su artículo 7°: “El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana”, disposición que implica no sólo el reconocimiento de la necesaria coexistencia pacífica de diferentes pueblos y etnias, sino además, la protección de los valores culturales que les son propios. Bajo los principios del Estado democrático, social del derecho y de la axiología superior de los derechos humanos, todas las etnias, los pueblos y los hombres se conciben iguales en dignidad y derechos. 

Tales preceptos determinan el reconocimiento y garantía de la identidad y pluralismo cultural que reconoce el derecho de los pueblos indígenas de gobernarse por autoridades conformadas y reglamentadas según los usos y costumbres de sus comunidades (Art. 330 C.N.) e implica la aceptación de su cosmovisión y las tradiciones valorativas diversas y hasta diferentes a la ética dominante en la sociedad mayoritaria

Esto explica claramente la razón y naturaleza del fuero indígena, el cual deviene en esencia de la pertenencia a una cultura aborigen, esto es, de la posesión de una cosmovisión y a unos valores culturales propios que dan sentido a la existencia y orientan el comportamiento en la vida de relación, con sus formas propias de gobierno y justicia, al reconocimiento de su propia cultura y tradición como normas jurídicas aplicables por sus propias autoridades en sus respectivas comunidades y territorios.

En desarrollo de los anteriores postulados, el fuero indígena se integra por los siguientes elementos:

a.- La pertenencia del inculpado a una comunidad indígena 

El “tipo de norma cultural indígena”., que genera para quien creció y vive en ella, una particular comprensión y percepción del mundo, de los valores de lo vital y justo, cultura que le da sentido y dirección a la existencia de los individuos de la comunidad, originando el fuero personal cultural, por tanto el tipo penal indígena presupone la inclusión de valores ancestrales que rigen la vida ética de la comunidad en su relación con los individuos y el mundo natural, no pudiendo aceptarse como tal la descripción normativa de la cultura mayoritaria de un comportamiento prohibido que genera daño o peligro de daño para un bien jurídico penalmente tutelado, sino como un comportamiento contrario al valor cultural ancestral propio de la respectiva comunidad, apreciado en su complejo mundo de relaciones con la tribu, con el hombre, la naturaleza y con los antepasados. 

Ahora bien, el artículo 2 del Decreto 2164 de 1995, para definir quién pertenece a la comunidad indígena expresa: 


“Es el grupo o conjunto de familias de ascendencia amerindia, que tienen conciencia de identidad y comporten valores, rasgos, usos o costumbres de su cultura, así como formas de gobierno, gestión, control social o sistemas normativos propios que las distinguen de otras comunidades, tengan o no títulos de propiedad, o que no puedan acreditarlos legalmente, o que sus resguardos fueron disueltos, divididos o declarados vacantes.” 

Por lo tanto la comisión de un delito en la comunidad indígena que da lugar al reconocimiento del fuero, supone un compromiso, un desconocimiento por el individuo de ese ámbito de cultura y ética de la comunidad
, y no tendría aplicación cuando se trate de un individuo que por su particular relación con la cultura mayoritaria, por su comprensión y adopción de la cosmovisión dominante, lesione las normas de la sociedad mayoritaria, comprendiendo perfectamente la  criminalidad que a esa acción le asignaría la preceptiva dominante.

b.- La ocurrencia del hecho dentro del territorio de la comunidad indígena  

La existencia de unos territorios indígenas al interior de los cuales se ejerce la administración por las propias autoridades, genera un fuero territorial cultural; si los hechos punibles son ejecutados, o se inicia su realización dentro del ámbito de aplicación de la jurisdicción especial indígena, el juzgamiento de los hechos corresponde a esta jurisdicción especial.

Si el acto constitutivo del delito según el tipo cultural de tradición, fue cometido fuera del territorio y del ámbito que constituye el hábitat propio de la respectiva comunidad, la investigación y juzgamiento en principio correspondería a la jurisdicción ordinaria, salvo que por prevalecer el fuero cultural, el hecho deba juzgarse por la jurisdicción especial, cuando el individuo actuó con la conciencia de la cosmovisión nativa, teniendo en cuenta las pautas de la diversidad sociocultural.

c.- Normas de cultura y tradición propias de la comunidad indígena
Las normas de cultura de la respectiva comunidad, señalan en ejercicio de la autonomía ética de los pueblos, de establecer los procedimientos, las sanciones y las autoridades respectivas para el procesamiento, lo mismo que las garantías reconocidas a los implicados. 

d.- Competencia de las autoridades indígenas

La existencia de autoridades indígenas tradicionales reconocidas por el Estado, origina precisamente el reconocimiento de la competencia penal de las mismas, con aplicación de sus propias normas y procedimientos (Arts. 246, 286, 329 C.N.), en aras a garantizar el respeto por la particular cosmovisión del individuo.

Las autoridades de los pueblos indígenas ya sean unipersonales o colectivas, ejercerán funciones jurisdiccionales al interior de sus propios y respectivos territorios, por lo tanto estas autoridades tienen competencia para juzgar los hechos punibles que caen bajo su jurisdicción.

No obstante, cuando el hecho delictivo se ha cometido fuera del territorio indígena, afectándose a un extraño o a la propia comunidad, corresponde al juez ordinario, establecer si en el caso concreto prevalece o no el fuero cultural que determinaría la competencia de las autoridades indígenas. 

Ahora bien, el funcionario judicial debe determinar si el indígena al momento de cometer el acto punible, obró con la conciencia valorativa de su propia comprensión del mundo y de las relaciones, o si por el contrario por procesos de culturización y adopción de valores propios de la cultura predominante, podía comprender perfectamente el carácter criminal que la sociedad mayoritaria atribuía al acto, caso en el cual será juzgado por la jurisdicción ordinaria.
4.- La competencia en el caso concreto 

En el caso bajo examen,  se tiene que si bien concurren los elementos propios del fuero indígena; pues está demostrado con el escrito visible a folio 34, y los documentos anexos a dicho libelo, que tanto la señora ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA, como la víctima, que en este evento es la infante ANGIE XIMENA TAPIZ NARVÁEZ, pertenecen a la comunidad del Resguardo Indígena del Gran Cumbal, con asiento en el sector rural del municipio de Cumbal – Nariño; e igualmente, que la conducta punible por la cual se procesa al aborigen incriminada, fue ejecutada dentro del territorio indígena al cual pertenecen tanto inculpada como la víctima, conforme lo hizo saber la Fiscalía en el escrito de acusación del folio 24, donde se reseñó que el escenario de los mismos fue la Vereda Guan-Carretera, donde tiene asiento la comunidad nativa colisionante.

Pero atendida la ejecución del punible materia de investigación, implica una verdadera culturización en la encartada, toda vez que ésta en la audiencia en la cual se declaró trabado el presente conflicto la señora TUPUE COLIMBA, manifestó tener conciencia de lo que es un ilícito, y más exactamente ello se evidenció en el momento en que se allanó a los cargos, de donde se puede inferir claramente que se está frente a una persona que se aparató de los usos y costumbres de la comunidad indígena a la cual pertenece, para cometer este tipo de conductas contra una menor.

De otra parte, es imperativo para las autoridades encargadas de impartir justicia, de dar aplicación estricta y rigurosa a principios como el establecido en el artículo 8° de la Ley 1098 de 1998 o Código de la Infancia y la Adolescencia, cuyo texto reza:


“Es el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultanea de todos los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes que son universales, prevalentes e interdependientes.”
En tal orden de ideas, urge que tanto las autoridades judiciales como administrativas, asuman su roll frente al caso en examen, aplicando los correctivos de rigor a fin de proteger la vida e integridad de una persona que hace parte de un grupo vulnerable de nuestra sociedad, como lo es en este caso la menor ANGIE XIMENA TAPIZ NARVÁEZ, siendo una de ellas, que la Jurisdicción Ordinaria adelanta la correspondiente investigación de los hechos de maltrato físico, cruel e inhumano que la inculpada aplicaba a dicha infante, empleando el correlativo castigo a quien es autor de tales hechos de barbarie, sin que sea de recibo de la Sala que los mismos pasen a conocimiento de la autoridad ancestral reclamante, y que de ellos quede un castigo conforme los usos y costumbres de la comunidad del Resguardo Indígena del Gran Cumbal, cuando la situación fáctica materia de la presente investigación ha sido motivo de gran impacto de la cultura mayoritaria, ante los graves abuso de que ha sido objeto la menor víctima.

Todo lo anterior revela que el punible de violencia intrafamiliar bajo examen, cometido en contra de la infante TAPIZ NARVÁEZ, atendidas las circunstancias, modalidad y gravedad de los hechos, se trata de comportamientos que están por fuera de las prácticas propias de la cosmovisión indígena a la cual pertenecen los aborígenes protagonistas de los hechos materia de instrucción, lo que patentiza es que la aborigen encartada, poseía una conciencia valorativa cultural por fuera de la comunidad que integra, por lo que su cosmovisión no se encuentra conforme los usos y costumbres de la comunidad indígena del Resguardo Indígena del Gran Cumbal, conclusión a la que se llega de los elementos probatorios aportados al dossier, como las propias manifestaciones de la encausada TUPUE COLIMBA.
Es así como el fuero indígena como tal y per se no existe, tiene límites que se concretan dependiendo de las circunstancias de cada caso, pues no significa que siempre que un indígena esté involucrado en una conducta reprochable sea juzgado por su propia comunidad.

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-496/96, precisó de manera puntual ciertas reglas interpretativas en el caso de conflictos y en especial  sobre el derecho de las comunidades indígenas a mantener su singularidad, el cual puede ser limitado “sólo cuando se afecte un principio constitucional o un derecho individual de uno de los miembros de la comunidad o de una persona ajena a ésta, principio del derecho que debe ser de mayor jerarquía del derecho a la diversidad”, pues en el sub examine se sobrepone el derecho a la vida de la menor ANGIE XIMENA TAPIZ NARVÁEZ, consagrado como derecho fundamental superior en nuestra Constitución Nacional.

Para esta Sala, como antes se dejó sustentado, el fuero indígena en materia penal, presupone una vinculación del particular al conjunto de valores, creencias y tradiciones que infunden en el individuo aborigen una forma peculiar de apreciar las relaciones humanas, el mundo, la vida, y el quehacer cotidiano, con la conducta concreta que se juzga, lo cual implica que el hecho punible realizado guarde relación con la internalización de las preceptivas éticas y valorativas de la comunidad indígena, situación que en manera alguna puede ser aceptada, dado los graves maltratos sufridos por la menor TAPIZ NARVÁEZ y ante la gravedad, modalidad y circunstancia en que ocurrieron los hechos, tal como lo apreció el operador judicial colisionante, la encartada se encuentra alejada de los usos y costumbres de la comunidad aborigen a la cual pertenece, en manera alguna puede dar lugar a que efectivamente el sub examine deba conocerlo la Jurisdicción Especial Indígena en cabeza del señor PONCIANO CUAICAL VALENZUELA, pues en el presente caso prevalece el derecho a la vida de la menor agredida.

Por las anteriores razones la Sala dirimirá el presente conflicto de jurisdicciones, asignando el conocimiento del proceso seguido contra la señora ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA a la Jurisdicciones Ordinaria representada en este caso por el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS de Cumbal - Nariño, a quien se le remitirá inmediatamente la actuación, y copia de esta decisión al GOBERNADOR DEL RESGUARDO INDÍGENA DEL GRAN CUMBAL, señor PONCIANO CUAICAL VALENZUELA, con asiento en el Municipio de Cumbal, para su correspondiente información.
5.- Otra Decisión

En relación con la solicitud presentada por el señor PONCIANO CUAICAL VALENZUELA, la Sala se abstendrá de emitir pronunciamiento, atendiendo que la razón del presente pronunciamiento es en torno a la resolución del conflicto entre jurisdicciones, en tanto, esta Superioridad no tiene competencia o facultada alguna para decidir frente al proceso adelantado por el juez colisionante, por tanto, se denegará la solicitud de nulidad deprecada por el Gobernador de la comunidad reclamante.

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, 

RESUELVE

PRIMERO: DIRMIR el conflicto de competencia entre distintas jurisdicciones planteado, declarando que el conocimiento del proceso penal adelantado contra la señora ANA LUCÍA TUPUE COLIMBA por el punible de violencia intrafamiliar, corresponde a la Jurisdicción a la Jurisdicciones Ordinaria representada en este caso por el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS de Cumbal - Nariño, a quien se le remitirá inmediatamente la actuación, conforme las consideraciones expuestas en este proveído.

SEGUNDO: REMITIR copia de la presente decisión al GOBERNADOR DEL RESGUARDO INDÍGENA DEL GRAN CUMBAL, señor PONCIANO CUAICAL VALENZUELA, con asiento en el Municipio de Cumbal, para su correspondiente información.
TERCERO: NEGAR la solicitud de nulidad invocada por el señor PONCIANO CUAICAL VALENZUELA, en razón de las consideraciones expuestas.

COMUNÍQUESE  Y  CÚMPLASE
JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO                      JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ                                      

              PRESIDENTE                                                            VICEPRESIDENTA

 ANGELINO LIZCANO RIVERA                             MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

         MAGISTRADO                                                              MAGISTRADA 

JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ     PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO 

                    MAGISTRADO                                                  MAGISTRADO 

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

MAGISTRADO

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA
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